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INFORME DE LA COMISIÓN DE RECURSOS NATURALES, BIENES NACIONALES Y MEDIO AMBIENTE SOBRE EL PROYECTO DE LEY QUE REGULARIZA LA POSESIÓN Y OCUPACIÓN DE INMUEBLES FISCALES, EN LA FORMA QUE INDICA.
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Honorable Cámara:





Vuestra Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente viene en informaros, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





I.- Origen y fundamentos del proyecto.





El Ministerio de Bienes Nacionales dentro de las metas a desarrollar para el período 2002-2006, ha considerado necesario resolver diversas situaciones pendientes en relación con la regularización de títulos de dominio de bienes fiscales, para lo cual propone diversos mecanismos que resuelven aspectos de la posesión y ocupación irregular, con las condiciones, modalidades y restricciones que compatibilizan las legítimas aspiraciones de los particulares beneficiarios con el interés fiscal.





Las situaciones que el proyecto pretende resolver pueden agruparse en tres grandes grupos:





-Inmuebles que han sido objeto de actos de disposición por parte del Estado, pero cuya propiedad nunca se ha consolidado en los beneficiarios.





-Ocupaciones irregulares de inmuebles fiscales de larga data, ubicados en la Región de Aisén y en las provincias de Chiloé, Palena y Llanquihue.





-Inmuebles adquiridos por el Fisco producto de la erupción del volcán Hudson en la Región de Aisén.





II.-Objetivos del proyecto.





Los objetivos básicos del proyecto en estudio son:


-Permitir consolidar su propiedad a quienes fueron beneficiados por un título gratuito de dominio de inmuebles fiscales.





-Declarar como no disponibles para el Fisco los terrenos objeto de las medidas propuestas.





-Validar en forma condicionada las ocupaciones actuales de los terrenos entregados.





-Dictar una normativa excepcional, para eximir a ocupantes irregulares de requisitos que les impiden acceder al dominio de inmuebles.





-Establecer un mecanismo que permita, a sus dueños originales, adquirir nuevamente los predios que fueron afectados por la erupción del volcán Hudson.





III.-Beneficiarios del proyecto





A través de los mecanismos que establece la iniciativa, se da solución a los siguientes casos:





a) Personas naturales, que adquirieron inmuebles fiscales a título gratuito, los cuales se encuentran sin inscripción.





El Ministerio de Bienes Nacionales ha detectado 14.000 casos de beneficiarios de títulos gratuitos o de otros modos de transferencia de inmuebles fiscales que no cuentan con la correspondiente inscripción en el Conservador de Bienes Raíces, porque nunca perfeccionaron sus títulos, lo que les impidió ser dueños y adquirir las propiedades estatales. Esta situación se presenta principalmente en la Regiones de Aisén, Los Lagos (Chiloé), Tarapacá, Antofagasta, Bío Bío y La Araucanía.





La normativa legal vigente establece la obligación del beneficiario del título de dominio de reducirlo a escritura pública y su posterior inscripción, obligaciones que en muchos casos no han sido cumplidas y, por lo tanto, quienes fueron beneficiados no han adquirido legalmente dichas propiedades.





La vía administrativa no da una solución integral al problema, por cuanto no constituye el sistema idóneo para convalidar los títulos originalmente entregados, puesto que no resuelve el caso de los beneficiarios que hubieren fallecido.





Desde otro punto de vista, esta alternativa excluiría a quienes no cumplan con los requisitos legales para acceder a este beneficio, como son los casos en que el beneficiario o su cónyuge tengan otra propiedad, parte, cuotas o derechos en otro inmueble.





Tampoco es aplicable la normativa del decreto ley Nº 2.695, de 1979, que regulariza la posesión de la pequeña propiedad raíz y para constituir el dominio sobre ella, por cuanto se trata de bienes fiscales, los cuales quedan expresamente excluídos de dicha normativa, en virtud de lo dispuesto por el artículo 8º de ese cuerpo legal.





Por otra parte, tampoco es posible efectuar una venta, lo que además de verse dificultado por la determinación del valor comercial, significaría desconocer la intención inequívoca del Fisco de traspasar gratuitamente el inmueble en cuestión. 





Otra situación que tampoco puede resolverse, es la que dice relación con los casos en que el beneficiario ha transferido sucesivamente acciones, mejoras y derechos a terceros adquirentes de buena fe, que han pasado a ser los actuales ocupantes y que también se han visto impedidos de regularizar su posesión.





En una gran cantidad de casos, son los herederos o descendientes quienes ocupan dichos inmuebles, quienes también se han visto privados de regularizar sus títulos, debido a que ellos o sus cónyuges poseen otras propiedades.





b) Dar solución a otras situaciones que se repiten en mayor medida en la XI Región de Aisén y en las Provincias de Chiloé, Palena y en las comunas de Cochamó, Maullín, Los Muermos y Fresia de la Provincia de Llanquihue, X Región.





Se han detectado numerosos casos en que los ocupantes de terrenos fiscales carecen de títulos, lo que les ha impedido regularizar sus propiedades.





En muchos de estos casos, los ocupantes han solicitado al Ministerio de Bienes Nacionales una venta directa, pero se han encontrado con la imposibilidad de pagar el valor comercial de los inmuebles que ocupan, dado que en la mayoría de los casos se trata de personas de escasos recursos, en que sus ingresos provienen de economías de subsistencia de tipo agropecuaria y que dado la calidad de los terrenos que ocupan, no les es posible obtener un desarrollo ganadero de envergadura que les permita solventar el valor que el Ministerio está obligado por ley a fijar.





En otros casos, los beneficiarios mientras ocupan los bienes fiscales han adquirido otra propiedad, ya sea a través de programas subsidiados de compra de viviendas o por herencias u otros medios, lo que los inhabilita para optar a un título gratuito, por cuanto uno de los requisitos es que no posean ni ellos ni sus cónyuges parte, cuota o derecho en otro bien raíz.





Cabe tener presente que la ley Nº 18.270, faculta al Presidente de la República para otorgar títulos gratuitos de dominio a las personas naturales chilenas que, a la fecha de vigencia de la ley, se encontraren ocupando y trabajando,  personalmente y por cuenta propia, a lo menos desde hace cinco años, tierras fiscales rurales, situadas en la XI Región, con las siguientes limitantes:





-No pueden ser propietarios ni ellos ni sus cónyuges de otros bienes raíces rurales que en conjunto tengan un avalúo fiscal superior a 150 unidades de fomento.





-La superficie de los terrenos que pueden ser objeto de transferencia por parte del Fisco no pueden superar las 1.000 hectáreas, con excepción de las tierras fiscales situadas en la provincia Capitán Prat, en la XI Región, cuya superficie máxima no podrá sobrepasar de 3.000 hectáreas, salvo que las características topográficas del predio, hagan inconveniente su división. La situación anterior obedece en concreto a 7 casos.





c) Personas que fueron afectadas por la erupción del volcán Hudson.





Durante el mes de agosto de 1991, los terrenos aledaños fueron cubiertos por una gruesa capa de cenizas. El Fisco, a modo de compensación por las pérdidas sufridas, ofreció comprar los terrenos más afectados por el siniestro a un precio de $10.000 la hectárea, lo que se materializó a través de la dictación de 21 decretos de compra de inmuebles particulares, de los cuales 5 fueron objeto de desestimiento por parte de particulares, lo que en definitiva se tradujo en un total de 7.936.400 hectáreas, lo que significó un desembolso para el Fisco por un monto de $ 79.362.400.





Con el tiempo dichos terrenos fueron objeto de una notoria recuperación en lo que dice relación con la cubierta vegetal, debido a la combinación de las cenizas y las condiciones medioambientales, unido a las inversiones realizadas en vialidad,  todo lo cual se tradujo en una revalorización de la propiedad.





De los lotes adquiridos por el Fisco con motivo de la erupción del volcán Hudson, 9 de estos terrenos se encuentran en la situación siguiente:





-Dos fueron vendidos a sus antiguos propietarios, representando un 7,6% de la superficie total adquirida.





-Uno fue arrendado a un tercero no afectado por el siniestro, equivalente al 1.9% del total.





-Una solicitud de venta denegada,  por no cumplir requisitos, por un equivalente a un 6%.





-Tres fueron solicitados en arriendo por sus antiguos dueños, correspondiendo a un 9,3%.





-Dos fueron solicitados en arriendo por un afectado por la erupción, que no fue propietario inicial, lo que representa un 15,8% del total.





-El 59% restante de los terrenos adquiridos por el Fisco, no ha sido solicitado.





Seis de los dieciséis ex propietarios han manifestado intenciones de comprar o arrendar sus antiguas propiedades y un 62 % de ellos no lo ha hecho.





IV.-Discusión y votación en general del proyecto





A la discusión en general del proyecto de ley concurrió el señor Ministro de Bienes Nacionales, don Jaime Ravinet, el Jefe de la División Jurídica y la Jefa del Departamento de Constitución de la Propiedad Raíz, señor Eduardo Correa y señora Lorena Escalona, respectivamente, quienes en síntesis explicaron los objetivos de la iniciativa.





El señor Ministro de Bienes Nacionales, expresó que el proyecto obedecía a una aspiración de los Parlamentarios y autoridades de la zona, en lo que dice relación con tres situaciones claramente definidas, lo que produciría un beneficio a 14.000 familias, dentro de un plazo de cinco años, especialmente en la zona de Chiloé.








Mediante la iniciativa se daría solución a personas de la Región de Aisén, eximiéndolos de los requisitos del decreto ley Nº 1.939, de 1977, es decir, acta de radicación y prohibición de tener otro bien raíz, parte o cuota, y a quienes se vieron afectados por la erupción del Volcán Hudson en 1991.





Agregó que durante la última década, su Ministerio había entregado 188.420 títulos de dominio a través de todo el país.





A vía ejemplar, citó el caso de la Región de Los Lagos, en que se han entregado 30.390 títulos de dominio, correspondientes a una superficie superior a 266.000 hectáreas, mientras que en la Región de Aisén, se han entregado 1.794 títulos de dominio, correspondientes a una superficie superior a 76.000 hectáreas.





Del mismo modo, expresó  que la  iniciativa legal representaba un costo de 2 mil millones de pesos.





Los Diputados manifestaron su acuerdo con el proyecto, pues mediante él se da solución a un alto número de personas, sin perjuicio de hacer presente algunas observaciones, como las que se indican a continuación:





-Respecto del artículo 9º, en que se señala que el valor comercial del inmueble no podrá ser superior a 1.200 unidades de fomento, se expresó que era una cifra muy baja, con lo que se excluiría a un alto número de personas del beneficio. Al respecto, el señor Ministro adelantó que se estudiaría una indicación para reemplazar el término “valor comercial” por “avalúo fiscal”.





-Desde otro punto de vista, se argumentó que las tierras recuperadas de la erupción del volcán Hudson, sólo se  habían recuperado en un 50%.





Cerrado el debate y puesto en votación general, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Acuña (Presidente), Navarro, Rojas, Van Rysselberghe y Sánchez.




















V.-Discusión y votación particular del proyecto de ley.





Durante la discusión particular de la iniciativa, la Comisión contó con la presencia de la Subsecretaria del Ministerio de Bienes Nacionales, señora Paulina Saball, del Jefe de la División Jurídica señor Eduardo Correa y de la Jefa del Departamento de Constitución de la Propiedad Raíz, señora Lorena Escalona.





La señora Saball reiteró algunas de las consideraciones formuladas por el señor Ministro de Bienes Nacionales, haciendo hincapié en la situación prevista en el Título I del proyecto, mediante la cual se pretende dar solución a un número considerable de personas.





Mediante el Título II se intenta solucionar un conjunto de ocupaciones irregulares de larga data, que no han sido regularizadas por cuanto las familias que podían optar no contaban con alguno de los requisitos exigidos.





El proyecto persigue reconocer la voluntad del Fisco para disponer de estos bienes en favor de los beneficiarios. 





El Diputado señor Elgueta hizo presente una observación de carácter general, que afecta a los artículos 1º, 2º,3º,7º, 9º, letras b) y c), y 12 en cuanto a que en dichos preceptos se utilizan los vocablos “ocupantes”, “ocupen” u “ocupación”, nomenclatura que sería incorrecta puesto que la ocupación es un modo de adquirir bienes muebles y el proyecto se refiere a la posesión material de bienes inmuebles.





El artículo 12 señala que para los efectos de calificar la ocupación efectiva se estará a lo dispuesto en el artículo 925 del Código Civil, que para estos efectos prescribe que la posesión del suelo se deberá probar por hechos positivos, de aquellos a que sólo da derecho el dominio, como el corte de maderas, la construcción de edificios, la de cerramientos, las plantaciones o sementeras, y otros de igual significación, ejecutados sin el consentimiento del que disputa la posesión.





Frente a esta observación, el señor Correa sostuvo que la expresión “ocupación” efectiva por sobre la posesión material, dice relación, específicamente, con la situación regulada en el Título II, puesto que la posesión implica un hecho material y el ánimo de señor y dueño, sin reconocer dominio ajeno. En el caso en concreto se trata de personas que ocupan terrenos fiscales, que habían formulado una solicitud de compra o de título gratuito, reconociendo que el titular de la propiedad es el Fisco, a través del Ministerio de Bienes Nacionales.





De exigírseles posesión y no ocupación material, estas personas quedarían fuera de los alcances del proyecto, puesto que están reconociendo un dominio ajeno. El proyecto busca guardar armonía con otros textos legales, como por ejemplo el decreto ley Nº 2.695, de 1979, en que se exige la posesión material del inmueble con una antigüedad de por lo menos cinco años.





Con posterioridad, el Ejecutivo envió indicaciones que recogían la mayoría de los planteamientos formulados durante la discusión general, oportunidad en que la Subsecretaria dio a conocer los fundamentos de la no incorporación de dos materias que fueran planteadas durante la discusión general y que dicen relación con las siguientes situaciones:





-La primera de ellas, dice relación con un conjunto de propiedades del Serviu que se encuentran en una situación similar a las que trata el proyecto. Pese a haber sido plausible la inquietud planteada, la Subsecretaria expresó que era una materia que si bien no había sido incorporada, existía una Comisión conformada por personeros de los Ministerios de Bienes Nacionales y de Vivienda que se encontraban estudiando el tema, señalando que el Ejecutivo estudiaría la pertinencia de presentar una indicación para incluir esta situación de ser factible, de lo contrario se estudiaría el envío de un nuevo proyecto para resolver esta materia.





-En el mismo sentido, expresó que se encontraba en estudio el tema relativo a las prohibiciones existentes respecto de la posibilidad de que extranjeros pudieran verse beneficiados con la iniciativa en análisis.





En relación con las restricciones vigentes, manifestó que una de ellas decía relación con la relativa a la franja de  80 metros, contados desde la línea de la más alta marea, donde sólo es permitido enajenar a personas jurídicas chilenas vinculadas a las artes y letras, en el caso de la Región de Magallanes, Aisén y Provincia de Palena o a personas naturales chilenas, con autorización de la Comandancia en Jefe de la Armada. De aquí se desprende que en la franja de los 80 metros el Ministerio de Bienes Nacionales no podría enajenar en favor de extranjeros.





La otra situación es la que se refiere a la prohibición de enajenación dentro de la franja de los 5 kilómetros desde la más alta marea, en que sólo pueden ser enajenados a personas naturales o jurídicas chilenas y excepcionalmente a extranjeros, siempre que tuvieren residencia y cuenten con autorización de la Subsecretaría de Marina, de conformidad con lo que dispone el artículo 6º de decreto ley Nº 1.939, de 1977.





Finalmente, la tercera restricción dice relación con la franja de 10 kilómetros desde la línea de la frontera, en que se establece que las enajenaciones sólo pueden beneficiar a personas naturales o jurídicas chilenas, sin excepción alguna, salvo consulta a la Dirección de Fronteras y Límites.





A continuación, se entró en la discusión particular del proyecto, el cual consta de 19 artículos permanentes, que se consigna a continuación:





Artículo 1º.-





Su objeto es posibilitar que los ocupantes de inmuebles fiscales cuyos derechos emanen de un decreto supremo del Ministerio de Bienes Nacionales puedan regularizar su situación, cuando cumplan con los requisitos de ocupar en forma efectiva, ya sea en forma total o parcial, la cabida original, con una anticipación de cinco años a la vigencia de la ley, en las circunstancias que al efecto se enumeran.





1º.-Personas o titulares de decretos supremos relativos a bienes inmuebles comprendidos en inscripciones fiscales globales o específicas, cuya forma y cabida hubiere permanecido inalterable.





2º.-Herederos o descendientes del beneficiario de títulos de dominio cuyo decreto supremo se encontrare comprendido dentro de inscripciones globales o específicas, cuya forma y cabida haya permanecido inalterable.





3º.-Solicitantes cuya ocupación derive de una transferencia a cualquier título de acciones, mejoras y derechos, ya sea del beneficiario del decreto supremo no inscrito o de alguno de sus herederos o descendientes.





En todos estos casos, las personas señaladas podrán recurrir al Ministerio de Bienes Nacionales a fin de solicitar un nuevo título de dominio, que acredite que cumplen con los requisitos y exigencias establecidas.





Sin discusión, fue aprobado por unanimidad.











Artículo 2º.-





Hace extensivo el derecho a impetrar los beneficios que contempla el artículo anterior en el caso en que la cabida del inmueble hubiere sufrido alguna alteración no significativa, hecho que deberá ser calificado por el Ministerio, a través de la Secretaría Regional u Oficina Provincial que corresponda.





En relación con este artículo, se hizo presente  que la frase “no significativa” resultaba indeterminada en cuanto quedaba entregada a una calificación que pudiera en algunos casos ser poco objetiva y prestarse para situaciones irregulares.





Al respecto, el señor Correa explicó que lo que se perseguía era establecer un vínculo entre el título original y lo que se buscaba regularizar con el proyecto, por lo que no era necesario exigir una identidad exacta, sino que no distara significativamente del título primitivo, puesto que mediante la norma en análisis se busca no dejar fuera del proyecto a personas que por una subdivisión o por haber ocupado efectivamente solo una parte del predio, no estuvieran en la misma situación original cuando se entregó primitivamente.





Como argumento final, se sostuvo que lo esencial del artículo era establecer el vínculo entre el título original y la situación actual del inmueble, especialmente porque en la mayoría de los casos los beneficiarios originales habían fallecido  y ciertamente las cabidas originales no siempre habían permanecido inalterables.





En todo caso, se recalcó que el vínculo de la cabida actual con el título original se establecía de tal manera que no podía ser superior a éste, ya que sus límites estaban dados por él, y su variación no podía ser significativa, por lo que se descartó cualquier posible irregularidad.





La Subsecretaria se comprometió a estudiar una indicación para mejorar la redacción.





Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad.





Artículo 3º.-





Las personas que no cumplan con los requisitos establecidos en los artículos anteriores, podrán impetrar estos beneficios amparándose en los artículos 88 y siguientes del decreto ley Nº 1.939, de 1977 o en otras leyes o normas complementarias, cuando procediere.





Sin discusión, fue aprobado por unanimidad.





Artículo 4º.-





Exime del cumplimiento de ciertas exigencias, como el impedimento de que el beneficiario o su cónyuge sean propietarios de otros inmuebles, parte o cuota de derechos que recaigan en el mismo, exigencia de acta de radicación y de antecedentes socioeconómicos.





Sin discusión, fue aprobado por unanimidad.





Artículo 5º.-





Señala que los beneficiarios de títulos de dominio cuyos decretos supremos no se encontraren inscritos y recayeren sobre inmuebles que no estén amparados por inscripción fiscal, podrán acogerse a las normas generales de saneamiento de títulos de dominio del derecho común o en la normativa que al respecto establece el decreto ley Nº 2.695, de 1979, cuando cumplan con los requisitos legales pertinentes.





Sin discusión, fue aprobado por unanimidad.





Artículo 6º.-





Establece la manera como los interesados en regularizar la ocupación pueden optar a obtener un título gratuito de dominio, de los enumerados en los artículos 2º y 3º.





El Ejecutivo formuló una indicación, de redacción, para reemplazar la frase “enumerados en los artículos 2º y 3º de esta ley” por la siguiente: “de acuerdo con las disposiciones de este título”.





Sin discusión y puesto en votación con la indicación señalada, fue aprobado por unanimidad.





Artículo 7º.-





La Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales o en su defecto, la Oficina Provincial, serán los organismos que deberán certificar que el beneficiario se encuentra ocupando el inmueble fiscal con una anterioridad de a lo menos cinco años a la entrada en vigencia de la ley.





Su inciso segundo, prescribe que en caso de que se presenten varias solicitudes para un inmueble en que todos los solicitantes cumplan con los requisitos, se preferirá el acuerdo que al respecto adopten las partes involucradas y de no ser posible, se resolverá de acuerdo con la normativa que establece el proyecto.





Sin discusión, fue aprobado por unanimidad.





Artículo 8º.-





Se refiere a la manera en que se notificará el nuevo decreto que otorgue el título de dominio.





Al respecto, se remite como norma general a lo establecido en el artículo 93, del decreto ley Nº 1.939, de 1977 y en forma excepcional, señala que las notificaciones también podrán ser efectuadas por los Oficiales del Registro Civil o por los Secretarios Municipales.





Este artículo establece distintas formas de notificar a fin de facilitar los trámites.





Sin discusión, fue aprobado por unanimidad.





Artículo 9º.-





Exime del cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 89 y 90 del decreto ley Nº 1.939, de 1977 a las personas naturales, chilenas que tengan solicitudes pendientes de ventas directas o de títulos de dominio gratuitos que incidan en bienes inmuebles fiscales ubicados en la XI Región y en las Provincias de Chiloé, Palena y comunas de Cochamó, Maullín, Los Muermos y  Fresia de la X Región, sean urbanos o rurales cuando cumplan con los requisitos siguientes:





-Haber ingresado su solicitud dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigencia de la ley.





-Ejercer ocupación efectiva del inmueble objeto de la solicitud.





-Acreditar una ocupación continua y efectiva de al menos cinco años del inmueble que se solicita.





-El valor comercial del inmueble objeto de la solicitud no puede exceder de 1.200 unidades de fomento.





Se establece, además, que mientras se encuentre pendiente una solicitud no se llevarán a cabo apremios ni desalojos.





En relación con esta materia, el Diputado señor Alvarado planteó que en algunas ciudades se habían construido poblaciones, quedando  en el interior retazos de bienes fiscales inscritos a nombre del Fisco, sin acceso, los cuales han sido ocupados por los hijos de los beneficiarios originales, quienes se verían de algún modo perjudicados por encontrarse en una situación desmejorada frente a quienes resultarían beneficiados por el proyecto.





Se hizo presente, además, la necesidad de incorporar a un sector de la comuna de Puerto Montt, que reúne las mismas condiciones de las zonas que se ven beneficiadas por el proyecto y que es el sector comprendido entre Puerto Montt a Caleta La Arena o desde el Río Chamiza a Caleta La Arena, lugar donde se sitúan diversas propiedades fiscales que son ocupadas por personas que habitan en el lugar.





El Ejecutivo, recogiendo las observaciones presentadas durante la discusión general, presentó una indicación para sustituir este artículo, de manera de incluir el sector sur del río Chamiza y cambiar el “valor comercial” por “avalúo fiscal” a modo de ampliar su ámbito de aplicación, del siguiente tenor:





“Artículo 9º.- Se exime de los requisitos establecidos en los artículos 89 y 90 del decreto ley Nº 1.939, de 1977, para optar a títulos gratuitos de dominio, a las personas naturales chilenas que tengan solicitudes pendientes de ventas directas o de títulos gratuitos de inmuebles fiscales urbanos o rurales ubicados en la Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo y en la  Décima Región de Los Lagos, en las provincias de Palena, Chiloé y en las comunas de Cochamó, Maullín, Fresia, Los Muermos y la comuna de Puerto Montt, en el sector al sur del río Chamiza hasta el límite oeste de la comuna de Cochamó, todas de la provincia de Llanquihue, y que cumplan además con los siguientes requisitos:





a) Tener ingresadas las solicitudes respectivas ante la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales u Oficina Provincial correspondiente, dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.





b) Ejercer una ocupación efectiva del inmueble solicitado.





c) Acreditar una ocupación continua y efectiva de a lo menos cinco años del inmueble solicitado.





d) Que el avalúo fiscal del inmueble de actual dominio del solicitante o su cónyuge, o de la parte o cuota de derechos que recaigan sobre éste, no sea superior a UF 500.





Mientras se encuentre pendiente una de las solicitudes presentadas conforme con el procedimiento señalado en este artículo, no se realizarán apremios o desalojos de los predios solicitados”.





Se presentó, además otra indicación parlamentaria para reemplazar en la letra a) el numeral “30” por “90” a fin de ampliar el plazo para presentar las solicitudes.





Puestas en votación ambas indicaciones, la sustitutiva y la que reemplaza el numeral 30 por 90, fueron ambas aprobadas por unanimidad. 





Artículo 10º.-





Regula la situación de las personas que vendieron sus propiedades al Fisco con motivo de la erupción del volcán Hudson y que deseen solicitar la resolución del respectivo contrato, estableciendo la forma en que se restituirá el precio, reajustes, demás condiciones y la forma en que dichos reintegros ingresarán a rentas generales de la Nación.





Los inmuebles objeto de devolución, quedarán afectos a prohibición de enajenar por un plazo de diez años, contados desde la fecha de suscripción de la respectiva escritura.





Sin discusión, fue aprobado por unanimidad.





Artículos 11 y 12.-





Hacen extensiva la aplicación de lo dispuesto en las normas del decreto ley Nº 1.939, de 1977, en todo lo que no se oponga al proyecto de ley, y respecto de la calificación de ocupación efectiva, se remite al artículo 925 del Código Civil.





El Ejecutivo presentó una indicación al artículo 11, para reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 11.-Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, la forma, modalidades, prohibiciones y demás requisitos a que diere lugar su aplicación, se regirán por las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.939, en todo aquello que no se oponga a ésta”.





Sin discusión y puesta en votación la indicación sustitutiva al artículo 11, fue aprobada por unanimidad.





El artículo 12, fue aprobado por unanimidad, sin discusión.





Artículo 13.-





Excluye de la aplicación de la ley a los inmuebles en que el Fisco hubiere empezado a ejecutar cualquier acto de administración, por sí o a través de otra entidad de carácter público.





La última indicación presentada por el Ejecutivo tiene por finalidad reemplazar el artículo 13 por el siguiente:





“Artículo 13.- No serán aplicables las disposiciones de los títulos I y II de la presente ley a aquellos inmuebles en que el Fisco de Chile hubiere empezado a ejecutar cualquier acto de administración o disposición, con anterioridad a la fecha de la respectiva solicitud. Lo anterior, sin perjuicio de la posibilidad de que el Ministerio estime pertinente, para casos determinados, dejar sin efecto los actos realizados para acoger la solicitud, en caso de que ello fuere procedente.”.





La indicación sustitutiva del artículo 13, tiene por objeto reparar un error, puesto que en el caso de los afectados por la erupción del Volcán Hudson, en algunos casos, los terrenos habían sido arrendados a terceros, lo que podría ser considerado como actos de administración por parte del Fisco, impidiendo de esta manera la regularización a través de la iniciativa legal.





La indicación sustitutiva fue aprobada por unanimidad, sin discusión.











Artículo 14.-





Los beneficios  y demás derechos que establece el proyecto sólo podrán ser impetrados por una sola vez, cualquiera que sean los inmuebles a regularizar.





Fue aprobado por unanimidad, sin discusión.





Artículo 15.-





Los gastos que implique la regularización de títulos serán de cargo del solicitante, salvo en el caso de personas que carezcan de recursos, situación que será calificada por el Ministerio, caso en el cual podrán optar a un financiamiento parcial con cargo a los recursos públicos que para estos efectos se determinen.





Fue aprobado por unanimidad, sin discusión.





Artículo 16.-





Hace aplicable las exenciones y privilegios que al respecto establece el artículo 4º del decreto ley Nº 1.939, de 1977.





Fue aprobado por unanimidad, sin discusión.





Artículo 17.-





La normativa establecida por esta ley no excluye las acciones judiciales que pudieren interponerse.





Fue aprobado por unanimidad, sin discusión.





Artículos 18 y 19.-





Establecen que el gasto fiscal que se produzca con motivo de la aplicación de la ley, será financiado con cargo al Presupuesto del Ministerio de Bienes Nacionales vigente, y en caso de que fuere insuficiente, podrá ser suplementado con cargo a la Partida Tesoro Público.





Respecto de la entrada en vigencia de la ley, se establece que comenzará a regir sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial.





Puestos en votación en forma sucesiva, fueron aprobados por unanimidad, sin discusión.





V.-Constancias reglamentarias:





De conformidad con lo dispuesto por el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, cabe consignar lo siguiente:





a).-El proyecto no contiene normas de quórum orgánico constitucional ni de quórum calificado.





b).-La Comisión de Hacienda deberá conocer de los artículos15 y 18.





c).-El proyecto de ley fue aprobado en general  y en particular por la unanimidad de los Diputados presentes.





d) Se designó Diputado Informante al señor Mario Acuña, Presidente de la Comisión.





VI.-Texto del proyecto aprobado por la Comisión.








P R O Y E C T O   D E   L E Y








TITULO I





DISPOSICIONES RELATIVAS A TÍTULOS NO INSCRITOS








Artículo 1º.- Podrán acogerse a los beneficios establecidos en este Título, todos aquellos ocupantes de inmuebles fiscales cuyos derechos emanen o deriven de un decreto supremo válidamente dictado por el Ministerio de Bienes Nacionales, ex Ministerio de Tierras y Colonización, y que los ocupen en forma efectiva, ya sea en forma total o parcial respecto de la cabida original, con una anticipación de a lo menos cinco años a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, y que se encontraren, además, en alguna de las situaciones que a continuación se describen:





1º Aquellas personas titulares de decretos supremos que se refieran a inmuebles comprendidos en inscripciones fiscales globales o específicas, cuya forma y cabida hubieren permanecido inalterables.





2º Aquellos herederos o descendientes de beneficiarios de títulos de dominio cuyo decreto supremo se encontrare comprendido dentro de inscripciones globales o específicas, cuya forma y cabida hayan permanecido igualmente inalterables.





3º Aquellos solicitantes cuya ocupación derive de una transferencia a cualquier título de acciones, mejoras y derechos, ya sea del beneficiario del decreto supremo no inscrito o de alguno de sus herederos o descendientes. 





Las personas que se encuentren en alguno de los casos señalados, podrán recurrir al Ministerio de Bienes Nacionales, para que éste pueda otorgar un nuevo título de dominio a quien acredite cumplir con los requisitos y exigencias establecidos en este Título.





Artículo 2º.- También podrán acogerse a las disposiciones contenidas en este Título, los ocupantes de inmuebles que se encuentren en alguno de las situaciones descritas en el artículo anterior, en aquellos casos en que la forma y cabida del inmueble hubieren sufrido alguna alteración no significativa. Dicha situación será calificada por el Ministerio de Bienes Nacionales a través de la Secretaría Regional u Oficina Provincial que corresponda.





Artículo 3º.- A los ocupantes de inmuebles fiscales que no les sean aplicables las disposiciones de este Título, por no cumplir con alguno de los requisitos establecidos en los artículos 1º y 2º, les serán aplicables las normas generales contempladas en los artículos 88 y siguientes del decreto ley Nº1.939, de 1977, y otras leyes y normas complementarias, cuando procediere.





Artículo 4º.- No será obstáculo para acogerse a los beneficios que establece este Título, la circunstancia de que el interesado o su cónyuge sean dueños de otro inmueble o de parte o cuota de derechos que recaigan sobre éste. Tampoco requerirán los solicitantes del acta de radicación previa a que se refiere el artículo 89 del decreto ley Nº 1.939, de 1977, ni de los antecedentes socioeconómicos de que hace mención el artículo 88 del citado texto legal.





Artículo 5º.- Aquellos beneficiarios de título de dominio cuyos decretos supremos no se encontraren inscritos y recayeren sobre inmuebles que no se hallaren actualmente amparados por inscripción fiscal, podrán acogerse a las normas de saneamiento de sus títulos de dominio contempladas en el derecho común o en las especiales del decreto ley Nº 2.695, de 1979, sobre regularización de la pequeña propiedad raíz, en la medida en que cumplan con los requisitos legales pertinentes.





Artículo 6º.- Cualquiera de los interesados en la regularización de la ocupación y la obtención de su título gratuito de dominio de acuerdo con las disposiciones de este título, deberá solicitarlo por escrito ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales u Oficina Provincial correspondiente. En su solicitud deberá hacer expresa mención de que se acoge a los beneficios y demás requisitos establecidos por esta ley.





Artículo 7º.- Será obligación de la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales u Oficina Provincial correspondiente certificar, en cada caso, el hecho de encontrarse el solicitante ocupando el inmueble fiscal objeto de la solicitud, con una anterioridad de a lo menos cinco años a la entrada en vigencia de esta ley.





Si respecto de un inmueble se presentara más de una solicitud, y todos los solicitantes cumplieran con los requisitos establecidos en los artículos 1º y 2º, el Ministerio de Bienes Nacionales preferirá el acuerdo de las partes para resolver. De no ser posible un acuerdo, resolverá las solicitudes de acuerdo con las normas de esta ley.





Artículo 8º.- El nuevo decreto supremo que otorgue el título gratuito de dominio se notificará de conformidad con las normas establecidas en el artículo 93 del Decreto Ley Nº1.939, de 1977. Excepcionalmente, también podrá ser notificado por los Oficiales del Servicio de Registro Civil e Identificación o los Secretarios de las Municipalidades de la jurisdicción respectiva. El título se entenderá aceptado si no fuere rechazado u objetado por el beneficiario dentro del plazo de treinta días contados desde su notificación.





TITULO II





DISPOSICIONES ESPECIALES PARA LA REGULARIZACIÓN DE 


OCUPACIONES EN ZONAS QUE INDICA





Artículo 9º.- Se exime de los requisitos establecidos en los artículos 89 y 90 del decreto ley Nº 1.939, de 1977, para optar a títulos gratuitos de dominio, a las personas naturales chilenas que tengan solicitudes pendientes de ventas directas o de títulos gratuitos de inmuebles fiscales urbanos o rurales ubicados en la Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo y en la Décima Región de Los Lagos, en las provincias de Palena, Chiloé y en las comunas de Cochamó, Maullín, Fresia, Los Muermos y la comuna de Puerto Montt, en el sector al sur del río Chamiza hasta el límite oeste de la comuna de Cochamó, todas de la provincia de Llanquihue, y que cumplan además con los siguientes requisitos:





a) Tener ingresadas las solicitudes respectivas ante la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales u Oficina Provincial correspondiente, dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.





b) Ejercer una ocupación efectiva del inmueble solicitado.


c) Acreditar una ocupación continua y efectiva de a lo menos cinco años del inmueble solicitado.





d) Que el avalúo fiscal del inmueble de actual dominio del solicitante o su cónyuge, o de la parte o cuota de derechos que recaigan sobre éste, no sea superior a 500 unidades de fomento.





Mientras se encuentre pendiente una de las solicitudes presentadas conforme con el procedimiento señalado en este artículo, no se realizarán apremios o desalojos de los predios solicitados.








TÍTULO III





NORMAS ESPECIALES PARA INMUEBLES QUE INDICA





Artículo 10.- Dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, las personas que vendieron al Fisco inmuebles afectados por la erupción del volcán Hudson, entre los años 1992 y 1994, podrán solicitar a la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales correspondiente, la resolución del respectivo contrato. La forma de restituir el precio percibido, debidamente reajustado, y las demás condiciones generales de dicha resolución serán establecidas por decreto supremo conjunto de los Ministerios de Hacienda y de Bienes Nacionales.  El monto de los reintegros ingresarán a rentas generales de la Nación.





Los inmuebles objeto de la operación a que se refiere el inciso anterior, quedarán afectos a la prohibición de enajenar, a cualquier título, por un plazo de diez años contados desde la fecha de suscripción de la respectiva escritura.





TITULO IV





DISPOSICIONES FINALES





Artículo 11.-.-Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, la forma, modalidades, prohibiciones y demás requisitos a que diere lugar su aplicación, se regirán por las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.939, de 1977, en todo aquello que no se oponga a ésta.





Artículo 12.- Para efectos de calificar la ocupación efectiva, se estará a lo dispuesto en el artículo 925° del Código Civil.





Artículo 13.- No serán aplicables las disposiciones de los Títulos I y II de esta ley a aquellos inmuebles en que el Fisco de Chile hubiere empezado a ejecutar cualquier acto de administración o disposición, con anterioridad a la fecha de la respectiva solicitud. Lo anterior, sin perjuicio de la posibilidad de que el Ministerio estime pertinente, para casos determinados, dejar sin efecto los actos realizados para acoger la solicitud, en caso de que ello fuere procedente.





Artículo 14.- Los beneficios y demás derechos que se consagran en virtud de este texto legal sólo podrán ser ejercidos por los solicitantes por una sola vez, cualesquiera que sean los inmuebles a regularizar, previa declaración jurada de no ser parte en ningún juicio pendiente en que se discuta su posesión o dominio, y dentro del plazo que establece esta ley.





Artículo 15.- Los gastos que demande la aplicación del procedimiento de regularización que establece esta ley, determinados mediante resolución del Ministerio de Bienes Nacionales, serán de cargo del solicitante. Con todo, quienes no contaren con recursos suficientes, calificados en la forma que se establezca en dicha resolución, podrán optar a su financiamiento parcial con cargo a los recursos públicos que se destinen al efecto.





Artículo 16.- Las inscripciones requeridas al Conservador de Bienes Raíces y los trámites asociados, gozarán de todos los privilegios y exenciones del artículo 4º del decreto ley Nº 1.939, de 1977.





Artículo 17.- Las disposiciones que se establecen en esta ley son sin perjuicio de las acciones que puedan interponerse ante los Tribunales Ordinarios de Justicia.





Artículo 18.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley será financiado con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Bienes Nacionales. En caso de que éste fuere insuficiente, podrá ser suplementado con cargo a la partida Tesoro Público.





Artículo 19.- Esta ley comenzará a regir sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial.














Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de las sesiones Nºs 119, 120 y 121 de fechas 7 y 21 de agosto y 12 de septiembre de 2001, con la asistencia de los Diputados señores Acuña (Presidente), Aguiló, Alvarez-Salamanca, Arratia, Delmastro, García Huidobro, Girardi, Navarro, Olivares, Rincón, Rojas, Sánchez , Van Rysselberghe y Diputados señores Elgueta y Alvarado.

















Jacqueline Peillard


Secretaria de la Comisión.











Sala de la Comisión, en  20 de septiembre de 2001.
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